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OPINIÓN   JURÍDICA 

 

Silao de la Victoria, Guanajuato, 18 dieciocho de julio de 2025 dos 

mil veinticinco. 

En seguimiento a la iniciativa con proyecto de decreto, por la cual 

se propone adicionar una fracción XIII al artículo 46 de la Ley del 

Trabajo de los Servidores Públicos al Servicio del Estado y de los 

Municipios, en materia de un día contra el cáncer, se señala lo 

siguiente: 

I. MARCO LEGAL 

ÚNICO. Atribución para emitir opiniones jurídicas. El Pleno del 

Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Guanajuato, de 

conformidad con la atribución consagrada en la fracción XVI del 

artículo 25 de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa del 

Estado de Guanajuato (en adelante la Ley Orgánica del Tribunal) está 

facultado para emitir opinión jurídica de iniciativas o proyectos sobre 

ordenamientos administrativos, a petición del Ejecutivo o del Congreso 

del Estado, que sean considerados para efectos de iniciativa. 

En atención a lo anterior, los comentarios que integran el presente 

documento solo constituyen la opinión jurídica de este Órgano 

Jurisdiccional, en función de los alcances y efectos que se pretenden 

dar a la iniciativa. 
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II. ANTECEDENTES 

PRIMERO. Recepción de solicitud para opinión jurídica. El 20 de 

junio de 2025, se tuvo por recibida la Iniciativa –referida en el proemio 

del presente– en la Secretaría General de Acuerdos, para efecto de 

opinión jurídica de este Tribunal.  

SEGUNDO. Despacho de la correspondencia del Tribunal. Con 

fundamento en el artículo 27 fracción VII, de la Ley Orgánica del 

Tribunal, por parte de la Secretaría General de Acuerdos de dicho 

Órgano de Justicia, se listó como asunto general la petición referida en 

el punto que antecede para los efectos conducentes. 

TERCERO. Vista al Pleno del Tribunal. Posteriormente, en la Sesión 

Ordinaria número 24, celebrada el 26 veintiséis de junio del año 2025 

dos mil veinticinco, se dio cuenta al Pleno del Tribunal, y se remitió un 

tanto de la Iniciativa a los Magistrados que lo integran, para efecto de 

recabar sus consideraciones, y posteriormente conformar la opinión 

jurídica respectiva. Lo anterior con fundamento en lo previsto por el 

artículo 27 fracción XI, de la Ley Orgánica del Tribunal. 

Por lo que, una vez conjuntados los comentarios vertidos por las 

Magistradas y Magistrados de cada una de las Salas de este Órgano 

de Justicia, mediante Sesión Extraordinaria de Pleno número 33, 

celebrada el 16 dieciséis de julio de 2025 dos mil veinticinco, se aprobó 

este documento en los términos que más adelante se detallan; en 

consecuencia se conformó la actual opinión jurídica. 
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En atención a lo anterior el Pleno, por conducto de la Presidencia 

de este Órgano de Justicia, procede en forma respetuosa a emitir 

opinión jurídica sobre la iniciativa presentada por el Grupo 

Parlamentario del Partido Acción Nacional y por la diputada de la 

Representación Parlamentaria del Partido de la Revolución 

Democrática, a efecto de adicionar una fracción XIII al artículo 46 de 

la Ley del Trabajo de los Servidores Públicos al Servicio del Estado y de 

los Municipios, en materia de un día contra el cáncer. 

III. VIABILIDAD DE LA INICIATIVA PROPUESTA: 

En los términos propuestos, la iniciativa se considera viable ya que 

ofrece un avance legislativo en materia de prevención del cáncer, 

cumpliendo de manera progresiva la obligación que el Estado tiene en 

cuando garantizar el cumplimiento al derecho a la salud, mismo que 

implica que los Estados cumplan con la obligación concreta y 

constante de avanzar lo más expedita y eficaz posible hacia su 

realización plena.  

Resulta importante señalar que iniciativas como la presentada en 

el Congreso del Estado de Guanajuato, encaminadas a facilitar el 

acceso de los servidores públicos a estudios médicos preventivos para 

la detección oportuna del cáncer, encuentran respaldo en 

experiencias exitosas a nivel internacional. En países como Japón, la 

implementación de programas nacionales que ofrecieron acceso 

gratuito y directo a exámenes preventivos ha demostrado ser una 

estrategia eficaz para aumentar la participación en pruebas de 
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detección temprana, con resultados positivos tanto en la salud física 

como en el bienestar mental de la población. 

Los Estados deben adoptar medidas, hasta el máximo de los 

recursos de que dispongan, para lograr progresivamente la plena 

efectividad del derecho a la salud, lo cual, a su vez, el disfrute del más 

alto nivel posible de salud. 

IV. INTRODUCCIÓN 

El 4 de diciembre de 1992, mediante el Periódico Oficial del Estado de 

Guanajuato, número 971, Tercera Parte, se expidió la Ley del Trabajo de 

los Servidores Públicos al Servicio del Estado y de los Municipios. Ley que 

a lo largo de los años ha sido objeto de diversas reformas y adiciones, 

concretamente 19. 

De la exposición de motivos podemos observar que el espíritu del 

legislador fue buscar alternativas jurídicas que mejoren las condiciones 

de trabajo y la seguridad social de los trabajadores al servicio del 

estado y de los municipios.  

Por tanto, la presente iniciativa esta acorde con el objetivo y naturaleza 

del Poder Constituido que tuvo a bien expedir la Ley del Trabajo de los 

Servidores Públicos al Servicio del Estado y de los Municipios. 

 

1 Consultable en: https://congreso-

gto.s3.amazonaws.com/uploads/reforma/periodico_pdf/1962/PO_04DIC1992.pdf  

https://congreso-gto.s3.amazonaws.com/uploads/reforma/periodico_pdf/1962/PO_04DIC1992.pdf
https://congreso-gto.s3.amazonaws.com/uploads/reforma/periodico_pdf/1962/PO_04DIC1992.pdf
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V. CONTENIDO DE LA INICIATIVA 

La iniciativa de análisis pretende que las personas titulares de las 

dependencias estatales y municipales, otorguen a sus trabajadores 

permiso con goce de sueldo íntegro, de hasta cinco días al año para 

que se realicen exámenes médicos de prevención y detección de 

cáncer, de manera programada, para lo cual deberán presentar 

certificado médico expedido por una institución de salud pública o 

privada correspondiente, haciéndose extensivo ese derecho a las 

personas que hayan sido previamente diagnosticadas con cáncer, en 

atención a que la posibilidad de recurrencia representa un riesgo 

permanente. 

VI. COMENTARIOS: 

El artículo 4 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, reconoce el derecho a la protección de salud que toda 

persona así mismo establece las bases y modalidades para el acceso 

a los servicios de salud proporcionados por el Estado con la 

concurrencia de los municipios, en materia de salubridad local.  
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Por su parte, el artículo 1 de la Ley de Salud del Estado de 

Guanajuato2 norma el derecho a la protección de la salud contenido 

en el precepto invocado en nuestro ordenamiento supremo. 

A su vez, el artículo 23 de la referida Ley, establece las finalidades 

del derecho a la protección de la salud las que, entre otras contempla 

el disfrute de servicios de salud y de asistencia social que satisfagan 

eficaz y oportunamente las necesidades de la población. 

La primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en 

el amparo en revisión 82/2022, señaló que el derecho a la salud está 

comprendido dentro de los denominados derechos económicos, 

sociales, culturales y ambientales. Estos derechos –que se conocen 

 

2 Artículo 1. Las disposiciones de la presente Ley son de orden público e interés social, y de 

observancia obligatoria en el Estado de Guanajuato, y tienen como objeto normar el 

derecho a la protección de la salud que toda persona tiene contenido en el Artículo 4º. de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así mismo establece las bases y 

modalidades para el acceso a los servicios de salud proporcionados por el Estado con la 

concurrencia de los municipios, en materia de salubridad local. 

 
3 Artículo 2. El derecho a la protección de la salud, tiene las siguientes finalidades: 

I. El bienestar físico, mental y social del ser humano, para contribuir al ejercicio pleno de sus 

capacidades; Fracción reformada P.O. 24-12-2002  

II. La preservación, la prolongación y el mejoramiento de la calidad de la vida humana;  

III. La protección y el acrecentamiento de los valores que coadyuven a la creación, 

conservación y disfrute de condiciones de salud que contribuyan al desarrollo social;  

IV. El fomento de actitudes solidarias y responsables de la población en la preservación, 

conservación, mejoramiento y restauración de la salud; V. El disfrute de servicios de salud y 

de asistencia social que satisfagan eficaz y oportunamente las necesidades de la población;  

VI. El conocimiento para el adecuado aprovechamiento y utilización de los servicios de 

salud; y  

VII. El desarrollo de la enseñanza y la investigación científica y tecnológica para la salud. 
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como DESCA– se encuentran reconocidos y garantizados por nuestro 

régimen constitucional y convencional.  

El Comité de DESC ha señalado que el derecho a la salud4 es un 

derecho humano fundamental e indispensable para el ejercicio de los 

demás derechos y, por ende, todas las personas tienen derecho al 

disfrute del más alto nivel posible de salud que les permita vivir 

dignamente. Su efectividad depende de la formulación de políticas en 

materia de salud, de la aplicación de programas de salud, de la 

adopción de instrumentos jurídicos concretos, así como de 

componentes aplicables en virtud de la ley. 

En la medida en que el Estado no puede garantizar la salud contra 

todas las causas posibles de la mala salud del ser humano (dados los 

factores genéticos, la adopción de estilos de vida más sanos o 

arriesgados, etcétera), el derecho a la salud debe entenderse como 

un derecho al disfrute de toda una gama de facilidades, bienes, 

servicios y condiciones necesarias para alcanzar el más alto nivel 

posible de la misma. 

 

4 Este derecho está reconocido en diversos instrumentos internacionales, como la Declaración 

Universal de Derechos Humanos (artículo 25); el Pacto Internacional de Derechos 

Económicos, Sociales y Culturales (artículo 12); la Convención Internacional sobre la 

Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial (artículo 5); la Convención sobre la 

Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (artículos 11 y 12) y la 

Convención sobre los Derechos del Niño (artículo 24). 
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La realización del derecho humano a la salud se considera como 

una regla para analizar el progreso en un Estado y también como un 

medio decisivo para obtenerlo, máxime que la prosecución de la 

justicia social no puede ignorar el papel de la salud en la vida humana 

y en las oportunidades de las personas para llevar una vida sin 

enfermedades o sufrimientos evitables o tratables. 

La Organización Mundial de la Salud, define al cáncer como:  

«Cáncer» es un término genérico utilizado para designar un amplio grupo de 

enfermedades que pueden afectar a cualquier parte del organismo; también 

se habla de «tumores malignos» o «neoplasias malignas». Una característica 

definitoria del cáncer es la multiplicación rápida de células anormales que se 

extienden más allá de sus límites habituales y pueden invadir partes 

adyacentes del cuerpo o propagarse a otros órganos, en un proceso que se 

denomina «metástasis». La extensión de las metástasis es la principal causa de 

muerte por la enfermedad5. 

El cáncer es una enfermedad presente en nuestra sociedad 

guanajuatense, por lo que es de suma importancia y genera un gran 

avance legislativo el planteamiento de reforma a la Ley del Trabajo de 

los Servidores Públicos al Servicio del Estado y de los Municipios. 

En países como Japón se refleja cómo el Estado puede asumir un 

rol activo al eliminar las barreras económicas y logísticas que dificultan 

el acceso a diagnósticos oportunos. Permitir que los trabajadores 

 

5 Consultable en: https://www.who.int/es/news-room/fact-sheets/detail/cancer  

https://www.who.int/es/news-room/fact-sheets/detail/cancer
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dispongan de tiempo laboral pagado para realizarse estos estudios, 

como propone la iniciativa, se alinea con esa visión preventiva, 

garantizando que el derecho a la salud sea ejercido efectivamente, sin 

que las obligaciones laborales representen un obstáculo.6 

Además, el caso de Japón demuestra que estas políticas públicas 

no sólo contribuyen a la reducción de la mortalidad por cáncer, sino 

que mejoran la percepción general de salud entre las personas 

atendidas, al generar una mayor conciencia preventiva en la 

población. Este tipo de acciones integrales, enfocadas en la detección 

oportuna, resultan clave para enfrentar un problema de salud pública 

creciente, como lo es el cáncer en Guanajuato y en todo México. 

Otro aspecto rescatable del enfoque japonés es que este tipo de 

medidas permiten identificar brechas en el acceso a los servicios 

médicos, favoreciendo la creación de políticas adicionales que 

atiendan las necesidades de sectores más vulnerables, como mujeres 

con cargas familiares elevadas o personas con menor disponibilidad 

de tiempo. Esto refuerza la idea de que la iniciativa presentada en 

Guanajuato, además de ser viable, tiene el potencial de servir como 

plataforma para fortalecer los programas preventivos de salud pública 

en el Estado. 

 

6 https://www.rieti.go.jp/jp/publications/dp/23e067.pdf 
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En conclusión, la propuesta legislativa en materia de prevención y 

detección de cáncer no sólo responde a un contexto local alarmante, 

sino que adopta una ruta respaldada por experiencias internacionales 

exitosas. Seguir el ejemplo de países que priorizan la salud preventiva 

mediante acciones de acceso directo y programado resulta una 

estrategia acertada, capaz de salvar vidas y reducir costos asociados 

a tratamientos tardíos. 

Ahora bien, haciendo un estudio de derecho comparado a nivel 

nacional, encontramos con que estados como Querétaro, Estado de 

México, Nuevo León, Durango, Tabasco, Sinaloa y San Luis Potosí ya 

cuentan en sus legislaciones con disposiciones que permiten a los 

trabajadores de gozar de permisos para realizarse estudios atinentes a 

la detección oportuna de diferentes tipos de cáncer. 
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La propuesta de reforma materia de análisis, de manera acertada 

establece un plazo de hasta cinco días para la realización de los 

estudios correspondientes, ya que de acuerdo a la Sociedad 
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Americana contra el Cáncer7, las pruebas para la detección del mismo 

pueden ser:  

• Estudios por imágenes, tal como radiografía, ecografía, 

tomografía computarizada (CT) o imágenes por resonancia 

magnética (MRI) 

• Estudios de endoscopia para examinar órganos. 

• Análisis de sangre 

• Biopsias para extraer muestras de tejidos o células y examinarlos. 

Por ello resulta relevante otorgar los permisos correspondientes 

para detección del cáncer en ánimo de que se reduzca la mortalidad 

por dicha enfermedad. La propuesta de reforma a la Ley en comento 

es viable, insertándose una tabla comparativa de la propuesta de 

reforma:  

 

7 La Sociedad Americana Contra El Cáncer, Inc., es una corporación sin fines de lucro 

501(c)(3) gobernada por una Junta de Directores única que es responsable de establecer 

su política, objetivos a largo plazo, monitoreo de operaciones generales y aprobación de 

resultados organizacionales y asignación de recursos. La Junta está compuesta en su 

totalidad de voluntarios de la comunidad médica y legal. 
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No menos relevante resulta lo señalado por la organización 

Mundial de la Salud, en cuanto a:  

“Cuando el cáncer se detecta en una fase temprana es más probable que 

responda al tratamiento, lo que podría aumentar las probabilidades de 

supervivencia, reducir la morbilidad y abaratar la terapia. Si la enfermedad se 

detecta pronto y no se retrasa la atención se puede mejorar significativamente 

la vida de los enfermos oncológicos.”. 
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Finalmente, con la adopción de la propuesta legislativa el 

Estado de Guanajuato estaría alineado al Plan de Acción 

Mundial para e Control de las Enfermedades No Transmitibles 

2013-20308, en el cual se estableció entre otros:  

• aumentar el compromiso político con la prevención y el control 

del cáncer; 

• coordinar y llevar a cabo estudios sobre las causas del cáncer y 

los mecanismos de la carcinogenia en el ser humano; 

• hacer un seguimiento de la carga del cáncer (como parte de la 

labor de la Iniciativa mundial para la elaboración de registros 

oncológicos); 

• determinar cuáles son las «inversiones óptimas» y otras estrategias 

prioritarias y rentables de prevención y control del cáncer; 

VII. CONCLUSIONES: 

En el estado de Guanajuato, la protección de la salud, es un 

imperativo, a fin de tener condiciones óptimas para el desarrollo de 

nuestra población, por ende, es vital el bienestar físico, mental y social 

del ser humano en su preservación, prolongación y mejoramiento de 

la calidad de vida humana. 

 

 

8 https://www.who.int/es/news-room/fact-sheets/detail/cancer  

https://www.who.int/es/news-room/fact-sheets/detail/cancer
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Es encomiable que el Estado se empeñe en asegurar el disfrute 

más amplio posible de los derechos pertinentes, dadas las 

circunstancias imperantes. Más aún, de ninguna manera se eliminan, 

como resultado de las limitaciones de recursos, las obligaciones de 

vigilar la medida de la realización o, más especialmente, de la no 

realización de los DESCA, y de elaborar estrategias y programas para 

su promoción, como cuando de la protección del derecho a la salud 

se trata.  

La lucha contra las enfermedades –en términos amplios– 

representa la práctica de esfuerzos individuales y colectivos del Estado 

para facilitar la creación de condiciones que aseguren a las personas 

asistencia y servicios médicos. 

La anterior opinión la emite el Pleno de este Tribunal de Justicia 

Administrativa del Estado de Guanajuato, con la intención de aportar 

al trabajo legislativo, con el ánimo de construir un mejor estado de 

derecho y proporcionar seguridad jurídica a los particulares y a sus 

derechos humanos, reconocidos por la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos.  

 


